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Bogotá D.C., 09 de febrero 2022   

  

  

Honorable Magistrada  

Dra.  NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE PEÑARANDA    

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN 

CUARTA SUBSECCIÓN “B”  

rmemorialesposec04tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.c  
  

  

REFERENCIA: SOLICITUD DE NULIDAD     

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE:  ALARCON ASOCIADOS S.A.S   

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y   DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. RADICACIÓN: 

250002337000-2019-00594-00  

  

Radicado: CORR_NUM_RAD  

                                           *CORR_NUM_RAD*  

  

H.  Juez,  

JESÚS DAVID QUIROGA RUÍZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 80.764.712 

de Bogotá D.C., y Tarjeta Profesional de Abogado N°80.764.712 del Consejo Superior 

de la Judicatura, en mi calidad de Apoderado Especial de la entidad demandada UNIDAD  

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, según poder conferido por la 

Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, actuando en su condición de 

Subdirectora General Código 40, Grado 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales y 

conforme a Poder General contenido en la escritura pública No. 2831 del 9 de junio de 

2014 de la Notaria 24 del Círculo de Bogotá D.C., por medio del presente escrito procedo 

a presentar solicitar incidente de nulidad consagrado en el art. en el numeral 8 del art.  

133 del C.G.P. que dispone:  

  

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo o en parte, 

solamente en los siguientes casos:  

(…)  

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque 

sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban 

suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se 

cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de 

acuerdo con la ley debió ser citado.” (resaltado propio)  La anterior nulidad se fundamente 

en los siguientes  
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 I.  HECHOS:  

 

1. Mediante correo electrónico de fecha 28 de enero 2022 d, su H. Despacho 

remite oficio solicitando “auto de prueba tiene por no contestada la demanda 

requiere expediente administrativo adelantado contra ALARCON Y ASOCIADO 

S.A.S. con NIT. 900.219.301, y radicado bajo el número 250002337000-

201900594-00, que dio origen a la expedición de los actos administrativos 

contenidos en el pliego de cargos RPC-2017-00117 del 25 de septiembre año 

2017 y de la RESOLUCIÓN No RDC 638 31 de octubre de 2018.   

  

2. Consultado la página de la rama judicial, siglo XXI, se encuentran registradas 

las siguientes actuaciones:  

  

2.1. Que el auto admisorio de la demanda fue notificada a la UGPP el 04 de 

abril del año 2021.  

  

2.2. Que el termino de traslado de la demanda presuntamente corrió desde el 8 

de agosto de 2021.    

  

2.3. Que mediante auto del 28 de enero de 2022 tiene por no CONTESTADA 

LA DEMANDA y solicita el expediente Administrativo.  

  

3. Que el correo electrónico instituido por mi representada para recibir 

notificaciones judiciales es: notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co.   

  

4. Una vez consultado y verificado el correo para recibir notificaciones, esto es, 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co, por parte del área 

correspondiente, no se encontró la notificación del auto admisorio, ni la 

demanda en el proceso de la referencia.   

5. Por lo anterior y ante la inexistencia de la notificación del auto admisorio de la 

demanda, se ha incurrido en la causal de nulidad prevista en el numeral 8 del 

art. 133 del C.G.P., en concordancia con el artículo 29 de la C.P. y artículos 198 

y 199 del CPACA  

II. FUNNDAMENTO DE DERECHO DE LA NULIDAD INVOCADA   
  

El artículo 198 del CPACA establece:  

  

“ARTÍCULO 198. PROCEDENCIA DE LA NOTIFICACIÓN PERSONAL.   

  

Deberán notificarse personalmente las siguientes providencias:  

  

1. Al demandado, el auto que admita la demanda.  
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2. A los terceros, la primera providencia que se dicte respecto de ellos.  

3. Al Ministerio Público el auto admisorio de la demanda, salvo que intervenga como demandante. 

Igualmente, se le notificará el auto admisorio del recurso en segunda instancia o del recurso 

extraordinario en cuanto no actúe como demandante o demandado.  

4. Las demás para las cuales este Código ordene expresamente la notificación personal.”  

El artículo 199 del CPACA, vigente para la época de la notificación establecía:  

  

 “ARTÍCULO  199. NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL AUTO ADMISORIO Y DEL   MANDAMIENTO DE 

PAGO A ENTIDADES PÚBLICAS, AL MINISTERIO PÚBLICO, A   PERSONAS PRIVADAS QUE EJERZAN 

FUNCIONES PÚBLICAS Y A PARTICULARES QUE DEBAN ESTAR INSCRITOS EN EL REGISTRO 

MERCANTIL 

 <Artículo modificado por del   artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> El auto 

admisorio de la demanda y el mandamiento de pago contra las entidades públicas y las personas privadas 

que ejerzan funciones propias del Estado se deben notificar personalmente a sus representantes legales o a 

quienes estos hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, o directamente a las personas naturales, 

según el caso, y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 

judiciales a que se refiere el artículo 197 de este código.  

De esta misma forma se deberá notificar el auto admisorio de la demanda a los particulares inscritos 

en el registro mercantil en la dirección electrónica por ellos dispuesta para recibir notificaciones 

judiciales.  

El mensaje deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia de la providencia a 

notificar y de la demanda.  

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador recepcione acuse 

de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al mensaje.  El secretario 

hará constar este hecho en el expediente.”  

Por su parte el numeral 8 del art. 133 del C.G.P. que dispone:   

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo o en parte, 

solamente en los siguientes casos:  

(…)  

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas 

aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 

deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, 

o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad 

que de acuerdo con la ley debió ser citado.” (resaltado propio)   

  

De acuerdo con el anterior marco normativo y la relación fáctica descrita, se ha incurrido en la 

causal de nulidad invocada, en concordancia con el art. 29 de la C.P., por violación del debido 

proceso toda vez que el auto admisorio de la demanda no le fue notificado en debida forma al 

correo electrónico dispuesto para tal fin  por la Unidad, desconociendo que esta actuación es 

esencial para que mi representada  ejerciera el derecho de defensa y contradicción a las 

pretensiones del actor, dejando a merced de lo pretendido en libelo, con lo cual se afecta el 

acceso a la administración justicia al no haberse dado conocer oportunamente el auto 

admisorio de la demanda a fin de hacerse parte dentro de dicho trámite y hacer valer sus 

derechos y defender la legalidad de los actos administrativos demandados, etapa procesal que 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#612
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#612
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#612
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#612
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#197
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#197
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no puede ser suplida por otros medios o con la notificación de otros actos procesales 

posteriores.   

Para sustentar lo anterior, me permito traer a colación la que sobre este tema profirió la H.  

Corte Constitucional en sentencia de tutela No. T- 025 del 6 de febrero de 2018, MP. Dra. 

Gloria Stella Ortiz Delgado, en la que, sobre la procedencia de la tutela y la indebida 

notificación, señaló:   

“El defecto procedimental absoluto   

22. Con fundamento en los artículos 29 y 228 de la Constitución Política que consagran los 

derechos al debido proceso, al acceso a la administración de justicia y a la prevalencia del derecho 

sustancial en las actuaciones judiciales, la Corte Constitucional ha señalado que incurre en una 

causal específica de procedencia de la tutela contra providencias judiciales, una decisión en la que 

el funcionario se aparta de manera evidente y grosera de las normas procesales aplicables1.  

23. La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, 

a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta 

por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al 

pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto2, o porque omite etapas 

sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y 

contradicción de una de las partes del proceso2; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual 

manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de 

impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia3.  

Lo anterior ha sido reiterado por este Tribunal en diferentes oportunidades. En efecto, en la 

sentencia SU-159 de 2002 4 , determinó que un procedimiento se encuentra viciado cuando 

pretermite eventos o etapas señaladas en la ley, establecidas para proteger todas las garantías de 

los sujetos procesales, particularmente el ejercicio del derecho de defensa que se hace efectivo, 

entre otras actuaciones, con la debida comunicación de la iniciación del proceso y la notificación de 

todas las providencias emitidas por el juez que deben ser notificadas de conformidad con lo 

dispuesto en la ley.   

En el mismo sentido se pronunció la sentencia T-996 de 20035, en la que señaló que:  

“La Corte ha explicado que cuando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley 

para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento 

en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. En este sentido, estaría viciado todo 

proceso en el que se pretermitan etapas señaladas en la ley para el desarrollo de un asunto 

relevante para asegurar las garantías de los sujetos procesales, como la solicitud y práctica de 

pruebas o la comunicación de inicio del proceso que permita su participación en el 

mismo”.(Negrilla fuera del texto original).   

 
1 Esta Corporación ha señalado que “(...) cuando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite 

a determinadas cuestiones, está actuando “en forma arbitraria y con fundamento en su sola voluntad”. (Sentencia T1180 de 2001). 2 

Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
2 Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.  
3 Ibídem.  
4 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
5 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
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Más adelante, en la sentencia T-565A de 20106, reiteró que el defecto procedimental absoluto se 

configura cuando el juez dirige el proceso en una dirección que no corresponde al asunto de su 

competencia o cuando omite etapas propias del juicio, por ejemplo la notificación que cualquier acto  

  
que requiera de dicha formalidad, lo que genera una vulneración al derecho de defensa y 

contradicción de los sujetos procesales, al no permitirles pronunciarse sobre tal actuación.   

24. En este sentido, insistió en que la irregularidad procesal debe ser de tal magnitud que sus 

consecuencias resulten materialmente lesivas de los derechos fundamentales, en particular el 

debido proceso. La falta de notificación de una providencia judicial configurará un defecto solo en el 

caso en el que impida materialmente al afectado el conocimiento de la decisión y en consecuencia 

se reduzcan las posibilidades de interponer los recursos correspondientes.   (…)  

La indebida notificación como defecto procedimental   

25. Esta Corporación ha reconocido la importancia que tiene la notificación en los procesos 

judiciales. En particular, la sentencia C-670 de 20047 resaltó lo siguiente:   

“[L]a Corte ha mantenido una sólida línea jurisprudencial, en el sentido de que la notificación, 

en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los actos de comunicación 

procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de las 

decisiones judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido proceso mediante 

la vinculación de aquellos a quienes concierne la decisión judicial notificada, así como que  

es un medio idóneo para lograr que el interesado ejercite el derecho de contradicción, 

planteando de manera oportuna sus defensas y excepciones.   

De igual manera, es un acto procesal que desarrolla el principio de la seguridad jurídica, pues 

de él se deriva la certeza del conocimiento de las decisiones judiciales. (Negrilla fuera del 

texto original).  

En el mismo sentido se pronunció la Sala Plena en la sentencia C-783 de 20048, en la que indicó 

que la notificación judicial es el acto procesal por medio del cual se pone en conocimiento de las 

partes o de terceros las decisiones adoptadas por el juez. En consecuencia, tal actuación constituye 

un instrumento primordial de materialización del principio de publicidad de la función jurisdiccional 

establecido en el artículo 228 de la Norma Superior.   

La notificación judicial constituye un elemento básico del derecho fundamental al debido proceso, 

pues a través de dicho acto, sus destinatarios tienen la posibilidad de cumplir las decisiones que se 

les comunican o de impugnarlas en el caso de que no estén de acuerdo y de esta forma ejercer su 

derecho de defensa.  

Por otra parte, en esa oportunidad, la Corte Constitucional se pronunció sobre las diferentes 

modalidades de notificación de conformidad con lo establecido en los artículo 313-330 del Código 

de Procedimiento Civil (en adelante CPC), es decir personal, por aviso, por estado, por edicto, en 

estrados y por conducta concluyente9.  

En relación con la notificación personal, resaltó que tal mecanismo es el que ofrece mayor garantía 

del derecho de defensa, en la medida en que permite el conocimiento de la decisión de forma clara 

y cierta, y por esta razón el artículo 314 del CPC establecía que se debían notificar personalmente 

las siguientes actuaciones procesales: (i) el auto que confiere traslado de la demanda o que libra 

mandamiento ejecutivo, y en general la primera providencia que se dicte en todo proceso y (ii) 

la primera que deba hacerse a terceros. Ello se fundamenta en que con tales providencias el 

destinatario queda vinculado formalmente al proceso como parte o como interviniente, y en 

consecuencia queda sometido a los efectos jurídicos de las decisiones que se adopten en el mismo.   

 
6 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
7 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
8 M.P. Jaime Araújo Rentería.  
9 Tales disposiciones se mantiene vigentes en los artículos 189 a 301 del Código General del Proceso.   
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26. Por su parte, en la sentencia T-081 de 200910, este Tribunal señaló que en todo procedimiento 

se debe proteger el derecho de defensa, cuya primera garantía se encuentra en el derecho que 

tiene toda persona de conocer la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de 

publicidad. De conformidad con lo anterior, reiteró la sentencia T-489 de 200611, en la que se 

determinó que:   

  
“[E]l principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del 

derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho 

a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen 

sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones 

judiciales se puede ejercer el derecho de defensa que incluye garantías esenciales para 

el ser humano, tales como la posibilidad de controvertir las pruebas que se alleguen en su 

contra, la de aportar pruebas en su defensa, la de impugnar la sentencia condenatoria y la de 

no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”. (Negrilla fuera del texto original).   

Teniendo en cuenta lo anterior, en la sentencia T-081 de 2009 previamente referida, esta 

Corporación indicó que la notificación judicial es un acto que garantiza el conocimiento de la 

iniciación de un proceso y en general, todas las providencias que se dictan en el mismo, con el fin 

de amparar los principios de publicidad y de contradicción.   

Adicionalmente, en esa oportunidad, la Corte Constitucional enfatizó en que la indebida notificación 

es considerada por los diferentes códigos de procedimiento de nuestro ordenamiento jurídico como 

un defecto sustancial grave y desproporcionado que lleva a la nulidad de las actuaciones procesales 

surtidas posteriores al vicio previamente referido.  

Con fundamento en lo anterior, la Corte concluyó que la notificación constituye un elemento esencial 

de las actuaciones procesales, en la medida en que su finalidad es poner en conocimiento a una 

persona que sus derechos se encuentran en controversia, y en consecuencia tiene derecho a ser 

oído en dicho proceso. Lo anterior, cobra mayor relevancia cuando se trata de la notificación de la 

primera providencia judicial, por ejemplo, el auto admisorio de la demanda o el mandamiento de 

pago.   

27. En esta oportunidad, esta Corporación reitera las reglas jurisprudenciales en las que se 

establece que: (i) todo procedimiento en el que se haya pretermitido una etapa procesal 

consagrada en la ley, se encuentra viciado por vulnerar el derecho fundamental al debido 

proceso de las partes y constituye un defecto procedimental absoluto; (ii) el error en el 

proceso debe ser de tal trascendencia que afecte de manera grave el derecho al debido 

proceso, debe tener una influencia directa en la decisión de fondo adoptada y no puede ser 

atribuible al actor; (iii) la notificación personal constituye uno de los actos de comunicación 

procesal de mayor efectividad, toda vez que garantiza el conocimiento real de las decisiones 

judiciales con el fin de aplicar de forma concreta el derecho al debido proceso; (iv) la 

indebida notificación judicial constituye un defecto procedimental que lleva a la nulidad del 

proceso., ” (subrayas y resaltado propio)   

En sentencia de tutela proferida el 12 de abril de 2018 por el H. Consejo de Estado, Sala de 

Contencioso Administrativo, Sección Quinta, M.P. Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez 

dentro del expediente con radicado No. 11001031500020180022200, preciso sobre la forma de 

notificación a las entidades públicas:   

 
10 M.P. Jaime Araújo Rentería.  
11 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  



7  

  

Recepción de correspondencia:  Línea Gratuita Nacional: 018000 423  
Avenida Carrera 68 No 13-37   423  
(Bogotá, D.C.)     

Línea fija en Bogotá: (1) 4926090  
Centro de  Atención al Ciudadano     Lunes a viernes de 8:00 

am a 6:00 pm. Calle 19 No 68A – 18 (Bogotá)  
Lunes a Viernes de 7:00 a.m. a 4:00 p.m.  
  

  

De conformidad con todo lo expuesto, está probado que no se notificó en debida forma 

el auto admisorio de la demanda, dado que no se envió mensaje al buzón electrónico 

de notificaciones judiciales de la providencia notificar y de la demanda a la Unidad, lo 

que impidió ejercer a cabalidad el derecho de defensa y contradicción que le asiste a 

la UGPP.  

Con fundamento en la expuesto, se solicita lo siguiente:   
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1. Se DECLARE LA NULIDAD DE TODO LO ACTUADO en el presente proceso desde 

Que el termino de traslado de la demanda presuntamente corrió desde el 8 de agosto 

de 2021.    

2. Como se consecuencia de lo anterior, se notifique el auto admisorio de la demanda y 

se corra el traslado por el término legal para dar contestación a la misma al correo 

electrónico: notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co.   

                                                             III. ANEXOS    

1. Soportes de comunicación de no notificación que acreditan la legitimidad   

IV. NOTIFICACIONES  

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – Bogotá D.C. Nuestra dirección 

para recepción de  notificaciones  judiciales, notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co,  y 

el suscrito apoderado en el correo institucional jquirogar@ugpp.gov.co.   

  

Del H. Juez,  

  

Jesús David Quiroga Ruíz   

C. C. N°80.764.712 de Bogotá D.C.  

T. P. No 24.69.73 del Consejo Superior de la Judicatura.    

  

  

   

      



 

 

  

  



 

 

  







                                                                                                                                                                                       

                                                                                                                                                   
 

 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 





















        

Recepción de correspondencia: 
   
Avenida Carrera 68 No 13-37  
(Bogotá, D.C.) 
 
Centro de Atención al Ciudadano 
Centro Comercial Multiplaza 
Calle 19 A # 72 – 57 
Locales B-127 y B-128 
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m. 
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m. 

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423 
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090 
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm. 

Honorable Magistrada 

Dra. NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE PEÑARANDA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCION CUARTA 

BOGOTA – D.C. 

 

REFERENCIA: PODER 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ALARCON Y ASOCIADOS SAS 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y   

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

RADICACIÓN: 25000233700020190059400 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.740.347 de Pasto - 
Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la planta de personal de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL, ubicado en Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, según obra en la 
Resolución de Nombramiento No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de mayo de 2020 y 
Resolución de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 018 del 12 de 
enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio y suficiente a la Doctor 
JESUS DAVID QUIROGA RUIZ, mayor de edad, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de su firma, con 

el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio de Control de la referencia, conteste solicitudes 
de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y etapas procesales que 
haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general ejerza la representación y defensa 
de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito al H. Despacho, se le reconozca Personería Jurídica para 
actuar. 

 

Mi apoderado queda facultado para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y los artículos 2 y 5 del decreto 806 de 2020, se 

solicita al despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  

 

Cordialmente;  

 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 

C. C. No. 30.740.347 de Pasto  

T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

Acepto,  

 

JESUS DAVID QUIROGA RUIZ 

C.C. No. 80764712 de Bogotá 

T.P. No. 246973 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: jquirogar@ugpp.gov.co 

Celular: 3204259411
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